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Recomendación n.º 48 

 

Consulta sobre dos acciones del Reglamento (UE) nº 1380/213 del 

Parlamento europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2013,  

sobre la Política Pesquera Común 

 

En respuesta a la consulta de la Comisión europea sobre dos acciones específicas 

incluidas en la Política Pesquera Común (PCP), el Consejo Consultivo de las Regiones 

Ultraperiféricas (CCRUP), considera: 

 

1. La continuación de la elaboración de indicadores sociales que se utilizarán 

en el análisis de los informes socioeconómicos, con la ayuda del Comité Científico, 

Técnico y Económico de la Pesca (STECF); 

 

En esta fase, en respuesta a las preguntas del Anexo 1 – Datos Sociales de las 

Industrias Pesqueras, los perfiles de pesca no están adaptados a nuestra situación en las 

regiones ultraperiféricas. Indicadores tales como el atractivo de la profesión o la 

adaptabilidad al cambio están condicionados de antemano por la necesidad de renovar la 

flota, de la que luego surgirán las distintas prioridades que la Comisión desee adoptar.  

El cuestionario propuesto por la DG MARE plantea algunas observaciones 

preliminares sobre los datos recopilados, que constituyen la base del informe del STECF, 

y sobre los datos sociales de la pesca. A pesar de su aparente carácter técnico, apuntalan 

la interpretación que puede hacerse de ciertos análisis a partir de los datos movilizados.  

Dichas observaciones se refieren principalmente a la medición de la calidad y el 

uso del empleo (mediciones efectuadas a partir de los datos recogidos bien en el marco de 

la Programa Nacional de Recopilación de Datos (DCF) anual, bien en el marco del 

programa plurianual EUMAP sobre una base trienal). 

La variable de trabajo de tiempo completo (TTC), que desempeña un papel central, 

se asimila indebidamente, a una medida del empleo generado por los buques. Su empleo 

en la construcción de indicadores «secundarios», destinados a una comparación 

normalizada de indicadores económicos de sueldos medios (sueldos/TTC) o de 

indicadores de productividad laboral (Facturación/TTC - CA/TTC, cantidades 
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pescadas/TTC, valor agregado por día/ TTC - VAj/TTC, etc.), genera mediciones 

sesgadas, que difieren según los segmentos de flota considerados. Tales indicadores, 

relacionan directamente los valores de los agregados económicos resultantes de la 

actividad del conjunto de los trabajadores, con aquellos que sólo representan una fracción 

de la mano de obra total. Además, la comparación de los valores de estos indicadores, que 

parecen estar normalizados, sería ilegítima si no fuera posible evaluar estadísticamente la 

importancia de las diferencias (como es el caso; cf infra medición de la precisión).  

Consideramos que las fuentes de sesgo que provocan confusión, interpretaciones 

erróneas y usos indebidos se derivan más concretamente del hecho de que: 

- El número de TTC, se calcula sobre la base del número medio de trabajadores 

del mar por año en los buques; 

- Este número de TTC (trabajadores en el mar) es inferior al número de TTC 

anuales realmente empleados por un buque (rotación de la tripulación y mano de obra en 

tierra de las empresas pesqueras); 

- Las diferencias entre estas dos nociones de trabajadores son, sin duda, aún 

mayores para los buques que navegan durante todo un año y en los que el tiempo de mar 

y el número de viajes realizados por los buques son significativos; 

- La conversión entre trabajadores en el mar y TTC (en el mar) se realiza sobre la 

base de un tiempo de trabajo legal que difiere de un Estado miembro a otro, lo cual no 

está documentado ni en los informes del STECF ni en las bases de datos utilizadas para 

su elaboración. Ante la ausencia de documentación, ni siquiera es seguro que este tiempo 

de trabajo legal sea idéntico dentro de un mismo Estado miembro en función del segmento 

del buque o de la naturaleza del contrato de trabajo de los marinos; 

- Por otra parte, y esto se relaciona con una observación más general relativa a las 

estimaciones de todas las variables económicas a las que conduce la DCF, no se dispone 

públicamente de ninguna medida de la precisión de la estimación del número de TTC (ni 

en los informes del STECF, ni en las bases de datos en las que se sustenta), y mucho 

menos de ninguna caracterización de la distribución de su estimador. 

El conjunto de estas observaciones conduce a sesgos en las mediciones del empleo 

generado por los buques, que son desiguales según la clase de buque, y justificaría un 

cambio en la naturaleza de los efectivos medidos en la recopilación de datos la DCF. 

Otro aspecto que destacar, se refiere a una de las variables que se recogen con 

carácter trianual: los efectivos por estatus de empleo. Los diferentes estatus que esta 

recopilación de datos debería identificar son: el empleo asalariado (con una diferenciación 
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entre contratos de duración indefinida y de duración determinada si es posible - 

CDI/CDD), el empleo por cuenta propia, el empleo por agencias de empleo marítimo y el 

estatus de armador embarcado. No hemos verificado si se ha alcanzado este nivel de 

detalle. 

Puesto que consideramos que los elementos anteriores son un requisito previo para 

responder al cuestionario propuesto, para responder a las preguntas planteadas en el anexo 

1 de la remisión de la Comisión, el CCRUP recomienda que la jerarquización de 

prioridades debería incluir:  

- El punto A («Estado de la cuestión»), limitándonos únicamente a los 

indicadores que dependen de la recopilación actual de datos estadísticos (punto A.a); los 

demás puntos de A, que son de interés, nos parecen o bien más propios de encuestas 

sociológicas o antropológicas, o bien que se refieren a informaciones a las que no se puede 

acceder tras la recopilación actual de datos y que, por lo tanto, sólo pueden basarse en 

nuevas informaciones que requieran la aplicación de nuevos métodos de recopilación de 

información o nuevas informaciones;  

- El punto B («Evaluación de las medidas de gestión»), si la escala de análisis 

puede ampliarse a la industria y puede, por tanto, aprehender el impacto de las medidas 

más allá de la actividad estricta de los buques. Tal y como están las cosas, no es posible 

medir los empleos inducidos (en las fases anteriores y posteriores a la producción) y éste 

constituye un requisito previo que debería añadirse. 

- El punto C.a («Vulnerabilidad de los pescadores») porque proporciona 

información sobre la calidad de los empleos y los demás subpuntos de C no están cubiertos 

por la recopilación de datos actual; 

- El punto F («Renovación generacional»), ya que la renovación de las 

generaciones de marineros es una cuestión primordial, aunque cabe señalar que esto por 

sí solo no garantiza la supervivencia de las empresas pesqueras que los emplean 

actualmente, ni la creación de otras nuevas. 

 

Así, el CCRUP recomienda que los indicadores sociales adicionales, al igual 

que los biológicos, técnicos y económicos ya utilizados por el STECF, se adecúen en su 

aplicación en nuestros territorios, de lo contrario su implantación nos llevará a 

incumplir y limitar nuestras actividades. En otras palabras, no podemos comprobar los 

indicadores sociales mientras los barcos no estén adaptados o no cumplan las normas y no 

garanticen el confort operativo de los navegantes. 
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2. Debates entre los Estados miembros y las partes interesadas con vistas a 

preparar un vademécum sobre la asignación de las posibilidades de pesca con objeto de 

mejorar la transparencia, promover prácticas sostenibles en la UE y apoyar a los 

pequeños pescadores artesanales y costeros. 

 

Conviene recordar que la asignación de las posibilidades de pesca se basa en el 

principio de subsidiariedad, de conformidad con el artículo 16.6 del reglamento de la 

Política Pesquera Común (PPC). Los Estados miembros deben informar a la Comisión 

Europea de sus métodos de asignación de forma transparente y objetiva.  

Con la publicación de su plan de acción en febrero de 2023, la Comisión Europea 

desea ampliar la transparencia más allá del vínculo con los Estados miembros únicamente. 

Así pues, se espera que los métodos de asignación se pongan a disposición de las partes 

interesadas y, de manera más general, del público en general. Si bien este deseo no puede 

cuestionarse, está condicionado a la presentación de información que permita comprender 

realmente el modo en que se asignan las posibilidades de pesca en los distintos Estados 

miembros de acuerdo con la PPC.  

El informe sobre los datos sociales del STECF (Informe 23-17) indica, en su 

exposición de los elementos transmitidos por los Estados miembros, que los métodos de 

asignación de las posibilidades de pesca son relativamente diferentes. Cabe destacar, en 

particular, la diferencia entre los modos de asignación centralizados, en los que las normas 

de asignación se aplican entre la autoridad nacional y los pescadores, y los modos de 

asignación delegados, que implican estructuras profesionales para garantizar la gestión de 

las posibilidades de pesca de los pescadores. Esta diferencia reviste importancia en 

términos de transparencia, ya que exige conocer no sólo el marco general, sino también 

las modalidades de gestión de las estructuras que actúan por delegación dentro de los 

Estados miembros.  

 

Francia 

En Francia, las cuotas se distribuyen en subcuotas dentro de las organizaciones de 

productores, que aplican para su asignación entre sus miembros distintas modalidades 

formalizadas en planes de gestión presentados a las autoridades para su aprobación. Al 

poder garantizar asignaciones específicas a las empresas pesqueras, estas medidas de 

gestión también deben tenerse en cuenta en la descripción de los criterios utilizados en 
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relación con la PPC.  

 

A pesar de que la noción de «posibilidades de pesca» en el marco de la PPC parece 

limitarse a las cuotas de capturas (y, por extensión, a las cuotas de esfuerzo pesquero), 

sería útil ampliar la definición para que incluyera los derechos de acceso (autorizaciones 

y licencias de pesca). Se aplican de forma global a escala europea, nacional o subnacional, 

a las pesquerías que explotan recursos sujetos, o no, a cuotas, y contribuyen a regular las 

actividades de las empresas pesqueras. En este sentido, estos derechos de pesca, en su 

gestión y asignación, pueden responder a los criterios establecidos en los artículos 16 y 

17, y deberían incluirse en los debates.  

La elaboración de un Vademécum parece una buena solución para combinar el 

mantenimiento de la subsidiariedad y garantizar la transparencia en las modalidades de 

asignación de las posibilidades de pesca en la Unión Europea. El contenido propuesto para 

el Vademécum es consistente e incluye un recordatorio del marco reglamentario, 

aclaraciones sobre definiciones y expectativas y ejemplos de las modalidades utilizadas 

para asignar las posibilidades de pesca. No obstante, falta una sección en la que se 

enumeren las prácticas existentes para asignar las oportunidades de pesca en función de 

criterios económicos. Si bien se considera que el reparto según el historial de capturas 

cumple un criterio económico, éste no puede ser el único método de asignación. Este punto 

de vista es extremadamente reduccionista, a pesar de que los tres pilares de la 

sostenibilidad se mencionan claramente en el artículo 17 de la PPC, con una mención 

explícita a la «contribución a la economía local». Debería, por tanto, añadirse un punto 

«F» al plan propuesto, titulado: «Existing pratices to allocate fishing opportunities based 

on economic criteria» (Prácticas existentes para asignar las posibilidades de pesca en 

función de criterios económicos).  

Sabiendo que las modalidades de asignación de las posibilidades de pesca varían 

mucho, en función del método de gestión utilizado por el Estado miembro, de las 

limitaciones impuestas por los niveles de TAC y cuotas, de la naturaleza de las flotas 

afectadas por las poblaciones en cuestión, de las directrices nacionales de gestión, de las 

decisiones de las organizaciones profesionales, etc., el informe del STECF identifica 

diversas prácticas de asignación basadas en los datos recopilados por los Estados 

miembros, pero no pueden considerarse exhaustivas y, por lo tanto, no deben constituir 

una base para una aplicación más amplia. Con todo, esta identificación ofrece ejemplos 

útiles para los gestores.  
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Francia 

En Francia, la referencia al artículo 17 de la PPC está incluida en la Ley y 

actualmente se están definiendo las modalidades prácticas de su aplicación a nivel 

nacional.  

Mediante el establecimiento de una reserva nacional de derechos anteriores de 

esfuerzo y capturas, la normativa francesa prevé la posibilidad de asignar las posibilidades 

de pesca en función de criterios medioambientales, sociales y económicos, de 

conformidad con los términos del artículo 17 de la PPC. 

Dicha reserva nacional se ha ido constituyendo progresivamente desde 2015. Se 

abastece mediante un mecanismo de deducción de los derechos anteriores cuando el buque 

de un productor cesa definitivamente su actividad (30 %) o cuando se vende un buque (6 

%). 

El dispositivo está diseñado para apoyar a los productores que se impliquen en la 

mejora de la sostenibilidad medioambiental, social y/o económica de sus prácticas. Con 

este objetivo, actualmente se están revisando las modalidades de asignación, definitiva o 

temporal, de las posibilidades de pesca asociadas a la reserva nacional, con vistas a su 

plena aplicación a partir de 2025.  

 

Consideramos, aunque la obtención de una etiqueta ecológica y la participación en 

programas científicos que permitan mejorar el conocimiento de las pesquerías, 

perfeccionar la selectividad de las artes y aplicar medidas para reducir el impacto 

medioambiental, son algunos de los criterios que se están debatiendo. También se estudian 

en este contexto, otros más representativos de la dimensión social o económica. 

A pesar de que no están disponibles todavía, los perfiles nacionales de las 

pesquerías «National Fisheries Profiles», este instrumento sería útil para explicar las 

modalidades de asignación de las posibilidades de pesca en cada uno de los Estados 

miembros.  A fin de garantizar la exactitud de los elementos presentados, los Estados 

miembros deberían poder validar estes perfiles para obtener la información que les 

concierne.  

 

Canarias: 

Consideramos que el Real Decreto Español 46/2019, de 8 de febrero, por el que se 
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regula la pesca del atún rojo (Thunnus Thynnus) en el Atlántico este y el Mediterráneo, en 

lo que respecta a la asignación de la cuota correspondiente a España prevista en su artículo 

4, no se está aplicando debidamente respecto de la letra f) a los buques cañeros 

autorizados a pescar en aguas de Canarias, por considerar que sólo se consideran los 

criterios de registro de capturas. 

Respecto a la Orden APA/372/2020, de 24 de abril, por la que se regula la pesca 

de patudo (Thunnus obesus) en el océano Atlántico y se establece un censo de buques 

autorizados a pescar patudo, a pesar de cumplir con los criterios de reparto de la cuota 

española, a saber, el artículo 3, punto 2, letra c) no tienen debidamente en cuenta a los 

buques que pescan de forma selectiva y de bajo impacto ambiental, ya que asigna sólo el 

1% de la cuota española, a los buques que faenan con estos artes. 

 

Considerando lo anterior, el CCRUP recomienda: 

- La exploración de otros criterios económicos además de las capturas históricas, 

que favorezcan impactos positivos en las economías locales; 

- Además de las prácticas existentes para asignar oportunidades de pesca basadas 

en criterios sociales y medioambientales (puntos D. y E.), proponemos que se incluya un 

elemento de posibles indicadores sociales y medioambientales. Estos pueden ir 

acompañados de necesidades de disponibilidad de datos, complejidad de la medición, etc. 

- El mantenimiento de la aplicación de criterios “socioeconómicos” en favor de la 

pesca artesanal en las Regiones Ultraperiféricas y la introducción de medidas de garantía 

y control para el cumplimiento por parte de los Estados miembros del apartado final del 

artículo 171, del Reglamento 1380/2013, y que, en todo caso, introducir en el reparto de 

posibilidades de pesca, cuotas específicas para las flotas artesanales de pequeña escala de 

las regiones ultraperiféricas, que tengan un impacto ambiental reducido, con una 

diferenciación positiva para las mismas; 

- Si bien la transparencia también debe aplicarse dentro de cada uno de los Estados 

miembros en lo que respecta a las normas de subsidiariedad, sería interesante poner a 

disposición la información a nivel global de la Unión Europea.  

 

 
1 Los Estados miembros, dentro de las posibilidades de pesca que se les asignen, se esforzarán por 

ofrecer incentivos a los buques pesqueros que utilicen artes de pesca selectivos o técnicas de pesca con 

impacto medioambiental reducido, como un bajo consumo de energía o menos daños al hábitat. En 

cualquier caso, los Estados miembros deberán asignar una cuota específica adicional a las flotas 

artesanales de las regiones ultraperiféricas. 
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Así pues, el CCRUP considera que esta consulta de la Comisión se desarrolló en 

plazos muy ajustados que no permiten medir la amplitud de las repercusiones y, por tanto, 

los impactos futuros para nuestras poblaciones marítimas. El paquete «Pesca y Océano» 

de febrero de 2023 habría debido incluir desde la fase de consulta estos debates y 

propuestas puestos en conocimiento de los profesionales. 

 

Opinión del Comité Régional des Pêches Maritimes et des Élevages Marins de La 

Réunion 

La asignación de las posibilidades de pesca debe ser competencia de los Estados 

miembros y no consideran necesario cuestionar el principio de subsidiariedad en la 

asignación de las posibilidades de pesca.  

Consideran que no tiene sentido preocuparse por los indicadores sociales mientras 

los buques no estén adaptados o no cumplan las normas y no ofrezcan a los marinos una 

comodidad operativa. 

No desean que se añadan nuevos criterios a los ya existentes ni introducir nuevas 

normas. Tampoco pretenden que el STEFC interfiera en la verificación de su aplicación. 

 


